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Recurso nº 117/2018 

Resolución nº 127/2018 

 

 

 

ACUERDO DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 
DE LA COMUNIDAD DE MADRID 

 

 

En Madrid, a 25 de abril de 2018. 

 

 

VISTO el recurso especial en materia de contratación interpuesto por don 

J.G.R., en nombre y representación de la Federación de Trabajadores de 

Seguridad Privada de la Unión Sindical Obrera de Madrid (FTSP.USO Madrid), 

contra los Pliegos que rigen el contrato de “Seguridad para diversas sedes de la 

Consejería de Economía, Empleo y Hacienda de la Comunidad de Madrid”, 

número de expediente A/SER-000193/2018, este Tribunal ha adoptado la 

siguiente 

 

RESOLUCIÓN 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

Primero.- Con fechas 6, 7 y 8 marzo de 2018 se publicó en el DOUE, en el Portal 

de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid, en el BOE y en el BOCM, 

respectivamente, el anuncio de licitación del citado contrato, a adjudicar por 

procedimiento abierto y pluralidad de criterios El valor estimado asciende a 

4.776.111,28 euros. El plazo para presentación de ofertas finalizó el 9 de abril de 

2018. Está prohibida la subcontratación y se requiere habilitación empresarial o 

profesional para la realización del contrato. 



 

Carrera de San Jerónimo, 13; 1ª planta 
28014 Madrid 
Tel. 91 720 63 46 y 91 720 63 45 
Fax. 91 720 63 47 
e-mail: tribunal.contratacion@madrid.org 

2 

Segundo.- El 9 de abril de 2018, tuvo entrada en el órgano de contratación el 

escrito calificado como de alegaciones, formulado por la representación de la 

Federación de trabajadores de seguridad privada de la Unión Sindical Obrera de 

Madrid (en adelante FTSP. USO MADRID) ante la Mesa de contratación, en el 

que solicita la anulación de determinadas cláusulas del Pliego por entender que la 

exigencia de poseer una Central Receptora de Alarmas (CRA) propia es una 

condición discriminatoria y restrictiva de la concurrencia. 

 

El 11 de abril de 2018, el órgano de contratación remitió el escrito 

considerándolo un recurso especial en materia de contratación y copia del 

expediente acompañado del informe a que se refiere el artículo el artículo 46.2 del 

texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real 

Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre (TRLCSP). En el informe se 

solicita la desestimación del recurso. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

Primero.- De conformidad con lo establecido en el artículo 41.3 del TRLCSP y el 

artículo 3 de la Ley 9/2010, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales, 

Administrativas y Racionalización del Sector Público, corresponde a este Tribunal 

la competencia para resolver el recurso.  

 

Segundo.- Especial análisis merece la legitimación del sindicato recurrente.  

 

El artículo 42 de TRLCSP establece lo siguiente: “Podrá interponer el 

correspondiente recurso especial en materia de contratación toda persona física o 

jurídica cuyos derechos o intereses legítimos se hayan visto perjudicados o 

puedan resultar afectados por las decisiones objeto de recurso.” 

 

La legitimación activa se configura como una cualidad que habilita para 

actuar como parte demandante en un proceso. Si bien dicha legitimación para la 
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interposición del recurso especial en materia de contratación se reconoce 

respecto de los que tienen la condición de licitadores, la tendencia jurisprudencial 

es reiterada en el sentido de admitir la legitimación de las asociaciones y 

entidades representativas de los intereses de determinados grupos de personas 

tanto físicas como jurídicas en la defensa de los intereses generales de sus 

asociados, de manera que, en este caso, no es necesario ser licitador, ni estar en 

condiciones de serlo, para estar legitimado para la interposición del recurso. 

 

Como ha señalado el Tribunal en numerosas resoluciones, baste citar la 

Resolución 144/2016, de 20 de junio, para precisar el alcance de la legitimación 

reconocida en la Ley, en caso de terceros interesados no licitadores, ha de 

tenerse en cuenta en primer lugar la doctrina jurisprudencial acerca del concepto 

“interés legítimo” en el ámbito administrativo. La legitimación, según la 

jurisprudencia del Tribunal Supremo, equivale a la titularidad de una posición de 

ventaja o de una utilidad por parte de quien ejercita la pretensión que se 

materializaría, de prosperar ésta, en la obtención de un beneficio de índole 

material, jurídico o moral o en la evitación de un perjuicio, con tal de que la 

obtención del beneficio o evitación del perjuicio sea cierta y no meramente 

hipotética o eventual. Ciertamente el concepto amplio de legitimación que utiliza 

confiere la facultad de interponer recurso a toda persona física o jurídica cuyos 

derechos o intereses legítimos se hayan visto perjudicados o puedan resultar 

afectados por las decisiones objeto de recurso. Es interesado aquél que con la 

estimación de sus pretensiones pueda obtener un beneficio. 

 

Los sindicatos tienen atribuida constitucionalmente y por los tratados 

internacionales suscritos por España, una función genérica de representación y 

defensa de los intereses colectivos de los trabajadores. 

 

Procede en este punto traer a colación las Sentencias del Tribunal 

Constitucional número 210/94, 257/88, 106/96, entre otras, las cuales, en síntesis 

afirman que “(…) la función genérica de representación y defensa de los intereses 
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de los trabajadores que corresponde a los Sindicatos, no alcanza a transformarlos 

en guardianes abstractos de la legalidad, por lo que, en cada caso en que el 

sindicato ejercite acciones, se exige un vínculo o conexión entre el propio 

Sindicato y la pretensión ejercitada. Y ese vínculo no puede ser otro que un 

interés en sentido propio, específico y cualificado”. 

 

La Sentencia del Tribunal Constitucional 183/2009, de 7 de septiembre, en 

el Recurso de amparo 4485/2005, en relación con la legitimación de los 

Sindicatos para ejercer acciones en el orden contencioso-administrativo, invoca 

numerosos pronunciamientos del Tribunal (SSTC 358/2006, de 18 de diciembre; 

153/2007, de 18 de junio; 2002/2007, de 24 de febrero; 4/2009, de 12 de enero) 

que han ido conformando jurisprudencia consolidada que se resume en que 

“tratándose de contratos administrativos, el interés legítimo viene determinado en 

general por la participación en la licitación (SS 7-3-2001 citada por la de 4-6-

2001), por cuanto quienes quedan ajenos a la misma, en principio no resultan 

afectados en sus derechos e intereses, si bien no puede perderse de vista que es 

posible en principio reconocer legitimado al sindicato para accionar en cualquier 

proceso en el que estén en juego intereses colectivos de los trabajadores” pero 

añade “también venimos exigiendo que esta genérica legitimación abstracta o 

general de los sindicatos tenga una proyección particular sobre el objeto de los 

recursos que entablen ante los Tribunales mediante un vínculo o conexión entre la 

organización que acciona y la pretensión ejercitada”.  

 

Se distingue por tanto entre una primera legitimación abstracta o general 

de los sindicatos (legitimación ad procesum) y una exigencia adicional relativa a la 

concurrencia de conexión entre la organización que recurre y la pretensión 

ejercitada (legitimación ad causam), precisando determinar en cada supuesto si 

existe un vínculo entre el sindicato y la pretensión que ejerce, materializado en un 

interés económico o profesional. 
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El artículo 24 del Reglamento de los procedimientos especiales de revisión 

y de organización del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, 

aprobado por el RD 814/2015, de 11 de septiembre, establece que “sin perjuicio 

de los supuestos generales previstos en el artículo 42 del texto refundido de la 

Ley de Contratos del Sector Público, los recursos regulados en este Reglamento 

podrán ser interpuestos por las asociaciones representativas de intereses 

relacionados con el objeto del contrato que se impugna exclusivamente cuando lo 

sean para la defensa de los intereses colectivos de sus asociados”. 

 

La recurrente basa su legitimación en la existencia de un supuesto trato 

desigual y discriminatorio a favor de las empresas de seguridad que poseen una 

CRA. Sin embargo, se aprecia que este requisito no supone el incumplimiento de 

la normativa laboral, ni atenta contra los derechos y garantías de los trabajadores 

de las empresas de seguridad, ni ninguna otra cuestión atiente a la esfera de los 

intereses del Sindicato. 

 

Por lo tanto debe señalarse que, si bien el sindicato podría tener 

legitimación “ad procesum”, el motivo alegado no le otorga interés legítimo para 

recurrir, legitimación “ad causam”, ya que en primer lugar, la hipotética estimación 

del recurso no le depararía ni al sindicato ni a los trabajadores que pueda 

representar, beneficio alguno más allá del interés en la correcta aplicación de la 

ley de contratos y del Pliego en cuanto a los requisitos exigidos para la prestación 

del servicio. 

 

Por todo ello debemos concluir que en este caso el sindicato carece de 

legitimación para interponer el recurso especial en materia de contratación. 

 
Tercero.- En cuanto al plazo de interposición, dispone el artículo 44.2.a) del 

TRLCSP que: “a) Cuando el recurso se interponga contra el contenido de los 

pliegos y demás documentos contractuales, el cómputo se iniciará a partir del día 

siguiente a aquel en que los mismos hayan sido recibidos o puestos a disposición 
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de los licitadores o candidatos para su conocimiento conforme se dispone en el 

artículo 158 de esta Ley”. 

 

El citado artículo 158 establece que “cuando no se haya facilitado acceso 

por medios electrónicos, informáticos o telemáticos a los pliegos y a cualquier 

documentación complementaria, éstos se enviarán a los interesados en un plazo 

de seis días a partir de la recepción de una solicitud en tal sentido, siempre y 

cuando la misma se haya presentado, antes de que expire el plazo de 

presentación de las ofertas”. 

 

El Real Decreto 814/2015, de 11 de septiembre, por el que se aprueba el 

Reglamento de los Procedimientos Especiales de Revisión de Decisiones en 

Materia Contractual y de Organización del Tribunal Administrativo Central de 

Recursos Contractuales (en adelante RPERMC) en su artículo 19 establece “1. 

Cuando el recurso se interponga contra el anuncio de licitación, el plazo 

comenzará a contarse a partir del día siguiente a la fecha de su publicación en el 

Diario Oficial de la Unión Europea, salvo que la Ley no exija que se difunda por 

este medio. En este último caso el plazo comenzará a contar desde el día 

siguiente a la fecha de publicación en el perfil de contratante del órgano de 

contratación, y en el supuesto de que ésta última fecha no estuviera acreditada 

fehacientemente desde el día siguiente a la fecha de publicación en el “Boletín 

Oficial del Estado” o, en su caso, en los diarios o boletines oficiales autonómicos o 

provinciales, según proceda. 

2. Cuando el recurso se interponga contra el contenido de los pliegos y 

demás documentos contractuales, el cómputo se iniciará a partir del día siguiente 

a aquel en que se haya publicado en forma legal la convocatoria de la licitación, 

de conformidad con lo indicado en el apartado 1 de este artículo, si en ella se ha 

hecho constar la publicación de los pliegos en la Plataforma de Contratación del 

Sector Público o el lugar y forma para acceder directamente a su contenido. 

En caso contrario, el cómputo comenzará a partir del día siguiente a aquél 

en que los mismos hayan sido recibidos o puestos a disposición de los 
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interesados para su conocimiento. En este último caso, cuando dichos 

documentos hayan sido puestos a disposición de los interesados solamente por 

medios electrónicos, el plazo para recurrir comenzará a computarse a partir de la 

fecha en que concluya el de presentación de las proposiciones, salvo que hubiese 

constancia de que fueron conocidos con anterioridad a dicha fecha. Cuando no se 

hubieran puesto a disposición de los interesados por medios electrónicos el plazo 

comenzará a contar desde el día siguiente a aquel en se hayan entregado al 

recurrente”. 

 

Este Tribunal ha señalado ya entre otras en la Resolución 34/2016, de 24 

de febrero, que el principio de seguridad jurídica justifica que no se pueda 

impugnar cuando ha transcurrido el plazo legal, pues en caso contrario se 

defraudaría la confianza legítima de los competidores convencidos de la 

regularidad del procedimiento de licitación. Los plazos de admisibilidad 

constituyen normas de orden público que tienen por objeto aplicar el principio de 

seguridad jurídica regulando y limitando en el tiempo la facultad de impugnar las 

condiciones de un procedimiento de licitación. El plazo de interposición es 

también consecuencia del principio de eficacia y celeridad que rigen el recurso ya 

que una resolución tardía produce inseguridad jurídica en los licitadores; además 

alarga la tramitación del procedimiento, pues el órgano de contratación continúa el 

mismo encontrándose la sorpresa que en un momento muy avanzado de la 

tramitación, como puede ser después de la apertura de las ofertas e incluso de la 

adjudicación, aparece un recurso contra los pliegos reguladores de la 

adjudicación; y finalmente reduce el riesgo de recursos abusivos. El recurso debe 

formularse dentro del plazo fijado al efecto y cualquier irregularidad del 

procedimiento que se alegue debe invocarse dentro del mismo so pena de 

caducidad, garantizando así el principio de efectividad del recurso. 

 

En este caso, el recurso se dirige contra los Pliegos de un contrato de 

servicios cuya convocatoria fue publicada en el DOUE el 6 de marzo de 2018 

poniendo a disposición de los interesados los pliegos en el Portal de la 
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Contratación de la Comunidad de Madrid el día 7 del mismo mes. Por tanto, el 

dies ad quem del cómputo del plazo será el 28 de marzo, habiendo sido 

presentado el 9 de abril de 2018, el recurso es extemporáneo. 

 

 

En su virtud, previa deliberación, por unanimidad, y al amparo de lo 

establecido en el artículo 41.3 del TRLCSP y el artículo 3.5 de la Ley 9/2010, de 

23 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y Racionalización del 

Sector Público, el Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la 

Comunidad de Madrid: 

 

ACUERDA 
 

Primero.- Inadmitir el recurso especial en materia de contratación interpuesto por 

don J.G.R., en nombre y representación de la Federación de Trabajadores de 

Seguridad Privada de la Unión Sindical Obrera de Madrid (FTSP.USO Madrid), 

contra los Pliegos que rigen el contrato de “Seguridad para diversas sedes de la 

Consejería de Economía, Empleo y Hacienda de la Comunidad de Madrid”, 

número de expediente: A/SER-000193/2018, por falta de legitimación activa y por 

ser extemporáneo. 

 

Segundo.- Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en 

la interposición del recurso por lo que no procede la imposición de la sanción 

prevista en el artículo 58 de la LCSP. 

 

Tercero.- Notificar este acuerdo a todos los interesados en este procedimiento. 

 

 

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa, será directamente 

ejecutiva y contra la misma cabe interponer recurso contencioso-administrativo 

ante el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad de Madrid, en el plazo de 
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dos meses, a contar desde el día siguiente a la recepción de esta notificación, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 10, letra k) y 46.1 de la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, todo ello 

de conformidad con el artículo 59.1 de la LCSP. 


